
Señor 
JUEZ 17 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MULTIPLE DE BOGOTA 
E.                                                                        S.                                                 D. 
 
 
 
REF: EJECUTIVO DE BANCO AGRARIO DE COLOMBIA S.A.   
         CONTRA             KAREN MARCELA QUIROGA GARCIA. 
         Proceso No.:      2.018 – 1169                                             .                           
 
 
 
MARIA DEL PILAR MONCALEANO QUESADA, mayor de edad, domiciliada y residente 
en Bogotá, identificada con la C.C. No.65.733.982 de Ibagué, abogada en ejercicio 
portadora de la T.P. No. 64.742 del C.S. de la J., actuando en mi calidad de apoderada de 
la parte actora dentro del trámite de la referencia, respetuosamente me dirijo a usted, con 
el fin de manifestar que interpongo recurso de REPOSICION y en subsidio APELACION y 
EL DE QUEJA en el evento de no aceptarse la apelación, contra el auto de fecha 14 de 
octubre de 2022 notificado por estado el 18 de octubre de 2022: 
 
 

FUNDAMENTO DEL RECURSO 
 
 
Manifiesta el Despacho, que no accede a la nulidad impetrada por la parte actora dentro del 
presente proceso por las siguientes razones: 
 
1) Según su decir, para el Despacho se dieron los presupuestos del art. 789 del Código de 

Comercio, pues solo valoró los términos de transcurso de tiempo en el que el mismo 
Despacho incurrió en cierta dilación, pues tal y como lo advierte, el mandamiento de 
pago fue expedido el 12 de marzo de 2019, ante la imposibilidad de notificar 
personalmente al demandado, se ordenó su emplazamiento el 10 de septiembre de 2019 
e incluyó en el registro nacional de emplazados y designó curador ad litem hasta el  22 
de enero de 2021.  

 
Pero no se detiene el Despacho Judicial en describir el calendario surtido de sus 
actuaciones tendientes a la notificación por emplazamiento, cuyos términos corren por 
cuenta del mismo Despacho Judicial, pues señala que hasta el 2 de junio de 2021 se 
notificó este auxiliar de la Justicia. 

 
2) La actuación en lo que correspondía a la parte demandante para surtir la notificación del 

demandado por emplazamiento se cumplió el 6 de diciembre de 2019 fecha en la cual 
aportó las publicaciones que para ese momento debían cumplirse a la luz del art. 108 
del CGP y fecha para la cual el titulo valor contaba con plena vigencia. Esto es, una vez 
ordenado el emplazamiento (septiembre 10 de 2019), el acreedor a través de su 
apoderado acredito las publicaciones 26 días después de que se ordenara el 
emplazamiento. 
 

3) Realizado lo que correspondía al acreedor para la notificación por emplazamiento del 
deudor, los términos corren por cuenta del Operador de Justicia, pues es a éste, a quien 
corresponde la inclusión en el registro nacional de emplazados, la designación de 
curador y la notificación del mismo. Advierto que la ley no dispone que se requiere al 
operador de justicia para que adelante estas actuaciones, pues la ley misma establece 
los términos y los medios legales que posee el Juez para lograr los fines de la notificación 
por emplazamiento. En virtud de lo anterior, el operador de justicia en el presente caso, 
se tomó desde el 10 de diciembre de 2019 hasta el 2 de junio de 2021 fecha en que se 
notificó el Curador Ad Litem, 492 días descontando la vacancia judicial y si descontamos 
6 meses de suspensión de términos por la pandemia del Covid 19, tendríamos que se 
tomó 312 días. 



 
4) Como se observa en el presente caso, el operador de justicia pretende que el acreedor 

asuma las consecuencias de su propia tardanza, y pretende, sustentar una sentencia de 
prescripción sin analizar estos aspectos, amparado para ello en una sentencia 
anticipada, que se reitera para el caso de la prescripción de la acción no es viable, en la 
medida en que no se tenga en cuenta el análisis de las pruebas obrantes al proceso que 
son las actuación que la parte demandante haya efectuado dentro del proceso, pues 
necesariamente debe tenerse en cuenta su actuar, al momento de sustentar este tipo de 
sentencias, dado que es uno de los elementos previstos por la ley para determinar la 
viabilidad de la prescripción de la acción. Nótese, que el presente caso es un ejemplo de 
lo aquí manifestado, pues como se observa, la actuación del demandante se encuentra 
plenamente demostrada como una actuación oportuna y eficaz al haber cumplido 
oportunamente la carga que a ésta correspondía y, por tanto,  su actuación no se 
encuentra enmarcada dentro de lo que la ley exige a través del art. 789 del Código de 

Comercio “La prescripción que extingue las acciones y derechos ajenos exige solamente cierto 
lapso de tiempo durante el cual no se hayan ejercido dichas acciones.” (La negrilla es mía), pues 

se reitera las acciones a ejercer correspondían por ley al operador de justicia. 
 

5) En el presente caso los silencios aducidos por el Despacho no desvirtúan los términos y 
las pruebas que dan cuenta de las actuaciones realizadas tanto por el acreedor como 
por quien debía calificar dichas actuaciones el operador de justicia, pues de la anterior 
descripción de los hechos que realizó además el mismo Despacho y que no valoró en 
su sentencia anticipada, solo puede llevar a la conclusión que la conducta del 
demandante en el presente caso no se encuentra enmarcada dentro de la conducta que 
prevé el art. 789 del Código de Comercio para que pudiera ese Despacho Judicial 
decretar la prescripción de la acción, pues la conducta que da lugar al paso del tiempo 
que pudiere generar la prescripción del título valor base de la presente acción, se predica 
del operador de justicia, que para esta figura jurídica, no se encuentra calificada para dar 
lugar a su aplicación. 
 

6) La sentencia anticipada objeto de la nulidad adolece de sustento y, por tanto, constituye 
la nulidad, por cuanto no se tuvo en cuenta los requerimientos del acreedor que se 
realizaron ante ese Despacho Judicial para que realizara las actuaciones que a éste 
correspondía para lograr la notificación por emplazamiento de la demandada y, que si 
bien, no es una obligación realizar estos requerimientos si son pruebas efectivas y 
relevantes sobre la conducta asumida por el acreedor que es la que se califica en la 
norma que se quiere aplicar en el presente caso. Igualmente, no se tuvo en cuenta que 
en lo que correspondía a la parte demandante en el presente proceso se actuó en forma 
diligente y en vigencia del título valor. 
 

7) El mismo Despacho manifiesta que no era necesario la práctica de pruebas pero el 
problema es que no valoró las que obran en el proceso pues se reitera solo se dedicó a 
determinar el termino transcurrido entre el vencimiento de la obligación y la notificación 
del curador ad Litem, auxiliar de la justicia que dependía su designación, notificación, 
previo agotamiento del trámite establecido por la ley para el emplazamiento, del mismo 
Despacho Judicial pues, se reitera en el presente caso el acreedor ha obrado ágil y 
oportunamente, no solo con la publicación del edicto emplazatorio y su acreditación ante 
el Despacho Judicial, si no, desde la citación para la notificación que se realizó julio 10 
de 2019 y la solicitud de emplazamiento que tiene como fecha de recibida por el 
Despacho el 15 de agosto de 2019. 
 

8) Es así como en el presente caso no solo se ha vulnerado el debido proceso, dada la falta 
de valoración de las pruebas obrantes, sino que además, se vulneró el derecho de 
defensa, pues los traslados que la ley ordena no se realizaron en debida forma toda vez 
que se remitió la contestación de demanda al demandado y no al apoderado que 
representa sus intereses , pues la regla general en derecho procesal civil  es que las 
partes no pueden intervenir en el proceso por sí solas, sino que deben ser representadas 
y defendidas por un abogado que en el caso que nos ocupa ya se había hecho parte en 
el mismo , por lo que no le era dado al operador de justicia, remitir el traslado de la 



contestación de demanda directamente al demandante, desconociendo al apoderado 
designado por éste. Se omitió la oportunidad para alegar de conclusión pues como se 
observa de los hechos narrados que son las pruebas del proceso que la prescripción no 
se encontraba probada.  

 
Por lo anteriormente expuesto, me permito solicitar se sirva REPONER el auto que negó 
decretar la nulidad del auto que dispuso la prescripción de la acción y en su defecto ordene 
seguir adelante con la ejecución, y en el evento de mantener su decisión solicito se otorgue 
el recurso de APELACIÓN ante el superior y de no accederse a este último interpongo 
RECURSO DE QUEJA. 
 
Se le recuerda a ese Despacho Judicial que el debido proceso es un derecho constitucional 
y que la sentencia que hoy nos ocupa adolece de un defecto factico pues la decisión 
adoptada no tiene el apoyo probatorio para haber aplicado el supuesto legal que soporta la 
decisión.  
 
 

PRUEBAS 
 
 

1. Téngase como pruebas las actuaciones surtidas en el proceso. 
 

2. Los requerimientos realizados ante su Despacho para que se surtieran las actuaciones 
que correspondían a ese Despacho. 

 
Atentamente, 

 
MARIA DEL PILAR MONCALEANO QUESADA 
C.C. No. 65.733.982 de Ibagué 
T.P. No. 64.742 del C.S. de la J.  
 























 
 

 

JUZGADO DIECISIETE DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA 

MULTIPLE DE BOGOTÁ D.C. 

 

TRASLADO SECRETARIAL ARTÍCULO 319 DEL C.G.P. 

 

 

Teniendo en cuenta el recurso de reposición que antecede se fija en lista de 

traslados: 

 

 

Hoy 4 de Noviembre de 2022 a las 8:00 a.m.  
Inicia el día 8 de Noviembre de 2022 a las 8:00 a.m.  

Vence el 10 de Noviembre a las 5:00 p.m.  
 

 

EVELYN GISSELLA BARRETO CHALA 

SECRETARIA 

 

 

 


